
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 1º Juzgado Civil de Valdivia

CAUSA ROL : C-225-2020

CARATULADO : SOL S/FISCO DE CHILEÍ

Valdivia, a dieciocho de abril del a o dos mil veintid s.ñ ó

VISTOS:

Al  folio  1,  don  PATRICIO  RODRIGO  HERN NDEZÁ  

MALDONADO,  abogado,  C dula  Nacional  de  Identidad  n meroé ú  

13.324.480-8, domiciliado en O Higgins 380 oficina 51, Edificio Cervantes,’  

en  representaci n  convencional  de  do a  ó ñ CONRAINA  SOLIS  SILVA, 

chilena, c dula nacional de identidad n mero 3.528.288-2, due a de casa,é ú ñ  

con  domicilio  en  pasaje  Lenox  576,  Poblaci n  Francisco  Montecinos,ó  

Osorno,  deducen demanda civil  de indemnizaci n de perjuicios en juicioó  

ordinario de hacienda en contra del FISCO DE CHILE, persona jur dicaí  

de  Derecho  P blico,  representado  legalmente  por  don  ú NATALIO 

VODANOVIC SCHNACKE, abogado Procurador Fiscal del Consejo de 

Defensa  del  Estado  de  Valdivia,  ambos  con  domicilio  en  calle 

Independencia N  630 oficina 31 de la comuna de Valdivia, para que VS.,º  

reconozca y declare la responsabilidad del Estado de Chile en la comisi nó  

de  los  delitos  de  lesa  humanidad  y  actos  de  detenci n  ilegal  y  torturaó  

ejecutados  por  diversos  miembros  de  las  Fuerzas  Armadas,  Fuerzas  de 

Orden y Seguridad P blicas, durante el r gimen militar, a los cuales se vioú é  

sometida la v ctima demandante y los miembros  de la familia demandanteí  

de autoshechos que se detallar n en lo principal de esta demanda; y porá  

consiguiente  solicitar  se  ordene  al  demandado  indemnizar  los  da os  yñ  

perjuicios  derivados  de  estos,  en  virtud de  los  fundamentos  de  hecho y 

derecho, que expone:

I.- En los Hechos:

Se ala que la demandante es la madre del menor de 15 a os, JUANñ ñ  

LUIS ASCENCIO SOLIS, c dula nacional de identidad n mero 5.409.955-é ú

K, que fue detenido el 20 de Julio de 1974 en la ciudad de Osorno. El 

Informe de la Comisi n Nacional de la Verdad y Reconciliaci n (Informeó ó  

Rettig), calific  a Juan Luis Ascencio Solis como v ctima de violaciones a losó í  

derechos humanos (certificado en informe acompa ado en un otros ). Enñ í  
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virtud de esos antecedentes, queda acreditado que en un confuso incidente 

fue detenido por carabineros y llevado a un recinto de detenci n, de dondeó  

se  desconoce  su paradero hasta  el  d a de  hoy.  Dicho informe relata  loí  

siguiente:

Es la madre del menor de 15 a os, JUAN LUIS ASCENCIO SOLIS,ñ  

c dula nacional de identidad n mero 5.409.955-K, que fue detenido el 20é ú  

de  Julio  de  1974 en la  ciudad de  Osorno.  El  Informe de  la  Comisi nó  

Nacional de la Verdad y Reconciliaci n (Informe Rettig), calific  a Juanó ó  

Luis Ascencio Solis como v ctima de violaciones a los derechos humanosí  

(certificado  en  informe  acompa ado  en  un  otros ).  En  virtud  del  esosñ í  

antecedentes, queda acreditado que en un confuso incidente fue detenido 

por carabineros y llevado a un recinto de detenci n, de donde se desconoceó  

su paradero hasta el d a de hoy. Dicho informe relata lo siguiente:í

ASCENCIO  SOLIS,  JUAN  LUIS:  15  a os,  soltero,  detenido“ ñ  

desaparecido el 20 de Julio de 1974 en Osorno. Juan Ascencio fue detenido 

ese  d a  alrededor  de  las  17:00  horas,  en  el  sector  Rahue  Bajo,  porí  

funcionarios de Carabineros que lo trasladaron a la Tercera Comisar a deí  

Rahue.  Desde  entonces  se  encuentra  desaparecido.  Testigos  presenciales 

confirmaron que el menor fue detenido por Carabineros en el interior del 

restaurante   El  conquistador ,  ubicado  en  la  intersecci n  de  las  calles“ ” ó  

Santiago  y  Tarapac  de  la  ciudad  de  Osorno.  En  el  momento  de  laá  

detenci n fue golpeado y luego conducido a pie hasta el  cuartel policialó  

se alado. A la madre del menor, que concurri  en varias oportunidades alñ ó  

recinto, le negaron la detenci n. Considerando los antecedentes recibidos yó  

la investigaci n realizada, el Consejo Superior de esta Corporaci n lleg  aó ó ó  

la convicci n de que Juan Luis Ascencio Solis fue hecho desaparecer poró  

agentes del Estado que lo manten an detenido en un cuartel policial. Por talí  

raz n, lo declar  v ctima de violaci n de derechos humanos.ó ó í ó ”

En cuanto a los detalles familiares y personales de la v ctima, no seí  

han  podido indagar  antecedentes  pret ritos,  por  cuanto  la  madre,  do aé ñ  

CONRAINA SOLIS SILVA,  con 84 a os,  se  encuentra  profundamenteñ  

da ada  emocionalmente,  presenta  crisis  al  recordar  los  antecedentes  yñ  

actualmente tiene graves problemas de salud, por expresa petici n de susó  

familiares m s cercanos y equipo m dico, piden que no sea revictimizada.á é  
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Se alando  que  dichos  antecedes  han  sido  relatados  a  la  psic loga  yñ ó  

psiquiatra del PRAIS, por lo que solicito a VS, se sirva de ella, cuando se 

acompa en dichos informes. ñ

Este crimen es uno de los tantos cometidos sistem tica e impunementeá  

por las fuerzas policiales del R gimen Militar en contra de la poblaci né ó  

civil.  Luego de largos a os de impunidad y sin tener  informaci n de lañ ó  

v ctima, sus otros familiares realizaron denuncias en las polic as y fueroní í  

citados en varias ocaciones a prestar declaraci n en investigaciones policialesó  

y  judiciales,  sin  conocer  resultados  de  aquellas,  durante  mucho  tiempo 

esperaron  avances  y  condenas,  sin  resultados,  lo  que  les  produjo  un 

profundo pesar (da o moral) soportando la incertidumbre de que alg n d añ ú í  

llegue la anhelada justicia, esclareciendo los hechos y encontrando culpables. 

La desaparici n y muerte de su hijo mejor de edad, y de quien a nó ú  

no  se  encuentra  su  cuerpo  para  otorgarle  cristiana  sepultura,  sigue 

provocando un duelo inconcluso en su madre y otros familiares cercanos. 

Estos espantosos hechos cometidos contra un menor de edad, como lo era 

Jos  Luis  Ascencio  Solis,  esto  trunc  su  vida,  y  marc  de  maneraé ó ó  

determinante la vida de la demandante, qui n con ese fundamento presentaé  

esta acci n civil. ó

En virtud  de  los  sucesos  antes  relatados  es  que  interpongo  en  su 

nombre la presente acci n de indemnizaci n de perjuicios por da o moraló ó ñ  

en  contra  del  Estado  de  Chile  a  objeto  de  que  les  repare  de  manera 

adecuada por los  graves  hechos relatados,  como se se alar  en la parteñ á  

petitoria de esta demanda.

II. El DERECHO 

A.) Marco jur dico vigente y clasificaci n de cr menes de lesa humanidad. í ó í

Los antecedentes previamente se alados, se encuentran descritos comoñ  

parte del cat logo de cr menes reconocidos por la comunidad internacionalá í  

como de lesa humanidad, seg n lo establecidoú en el art culo 6 letra C delí  

Estatuto del Tribunal Militar de N remberg (1945), declaraci n confirmadaü ó  

por las resoluciones de la Asamblea General de la Naciones Unidas (1946) y 

ratificado con el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (1998). 

La Declaraci n Universal  de Derechos  Humanos (1948),  Convenci n  deó ó  

Ginebra  (1949)  y  Protocolos  adicionales,  Convenci n  sobreó  
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Imprescriptibilidad  de  Cr menes  de  Guerra  y  Lesa  Humanidad  (1968),í  

Pacto de San Jos  de Costa Rica (1969), Pacto Internacional de Derechosé  

Civiles y Pol ticos (1966), Convenci n de Viena (1969), Convenci n para laí ó ó  

prevenci n y sanci n del genocidio y la convenci n de la tortura (1948), y eló ó ó  

ordenamiento  chileno  correspondiente  a  la  Constituci n  Pol tica  de  laó í  

Rep blica (1980), C digo Civil,  Ley Org nica Constitucional sobre Basesú ó á  

Generales  del  Estado N  18.757 y la  ley  N  20.874 sobre  el  aporte  deº º  

car cter reparatorio a las v ctimas de prisi n pol tica y tortura reconocidasá í ó í  

por el Estado de Chile. Con todo, este tipo de cr menes ignominiosos eí  

intolerables para la humanidad  como estos hechos de tortura que se—  

relatan en autos.  han hecho surgir un complejo normativo especial en el—  

mbito del Derecho Internacional.á

B.) La responsabilidad del Estado analizada desde la Constituci n Pol ticaó í  

de la Rep blica. ú

1) Que, la responsabilidad de los rganos del Estado est  conformada poró á  

normas  de  Derecho  P blico,  y  en  primer  t rmino,  por  normasú é  

Constitucionales, siendo el inciso 3 del art culo 1  de nuestra Constituci ní º ó  

Pol tica establece el principio dogm tico seg n el cual "El Estado est  alí á ú á  

servicio  de  la  persona  humana".  En este  sentido,  el  Estado  no  es  una 

entidad neutral, por lo que es un instrumento para el desarrollo, finalidad y 

protecci n de la persona humana. Ello se reafirma en el encabezado deló  

art culo 19 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, el cual indica: "Laí ó í ú  

Constituci n  asegura  a  todas  las  personas...".  Es  por  ello  que  la  Cartaó  

Fundamental  reconoce  derechos  b sicos  y  adem s  los  garantiza,  lo  queá á  

importa  una  actividad  positiva  de  "hacer  respetar  estos  derechos"  y  de 

protegerlos. A mayor abundamiento, el inciso 2  del art culo 5 de nuestraº í  

Constituci n,  obliga  a  todos  los  rganos  del  Estado  a  la  promoci n  yó ó ó  

protecci n de los Derechos Fundamentales: "Es deber de los rganos deló ó  

Estado  respetar  y  promover  tales  derechos,  garantizados  por  esta 

Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados por Chileó í  

y que se encuentren vigentes ;”

2) Que, a su vez, el art culo 38, inciso 2  de la Constituci n Pol tica de laí º ó í  

Rep blica, que declara que toda persona que sea lesionada en sus derechosú  
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por la Administraci n del Estado podr  reclamar ante los Tribunales deó á  

Justicia; esto ltimo con el objeto que se resarza el da o causado. ú ñ

3) Que, a su vez el mandato constitucional establece que bajo todo respecto 

que los gobernantes tienen la obligaci n de ejercer el poder "al servicio deó  

la  persona  humana",  estando  as  sujetos  a  diversos  controles,  siendoí  

responsables  por  sus  acciones  u  omisiones.  En  efecto,  el  art culo  6  deí º  

nuestra Carta Fundamental mandata a los rganos del Estado a someter suó  

acci n a la Constituci n y a las leyes dictadas conforme a ella; es m s, eló ó á  

inciso  tercero  indica  que  "la  infracci n  de  esta  norma  generar  lasó á  

responsabilidades y sanciones que determine la ley". Cabe se alar VS., queñ  

dicha remisi n a la ley no significa que se deba atender al  r gimen deó é  

responsabilidad extracontractual del C digo Civil en su plenitud para estosó  

efectos,  considerando  que  la  Constituci n  es  directamente  obligatoria  yó  

aplicable, conforme a lo establecido en el mismo art culo 6 inciso segundo ,í  

en el sentido de no ser necesaria intermediaci n de otra norma, ya queó  

suponer  que  de  no  ser  as ,  implicar a  que  la  Constituci n  quedar aí í ó í  

entregada en su aplicabilidad a la mera voluntad del legislador, perdiendo 

todo sentido su "supremac a" y torn ndose sta ilusoria y vana; sin perjuicio,í á é  

adem s, de que en tal evento los propios derechos de la persona estar aná í  

supeditados  en  su  existencia  real  igualmente  a  la  mera  voluntad  del 

legislador, en circunstancias que ellos son anteriores y superiores al Estado 

y, obviamente, a sus rganos; ó

4)  Que,  consecuentemente,  la  Responsabilidad  del  Estado  es  una 

responsabilidad  eminentemente  constitucional  al  estar  suficientemente 

fundada en sta, y no extracontractual o de otra naturaleza como parte deé  

la  doctrina  y  jurisprudencia  ha  se alado;  que  haremos  menci n  m sñ ó á  

adelante.

5) Que, en consonancia con lo ya se alado, considerando que el principalñ  

fundamento  de  la  Responsabilidad  del  Estado  es  de  naturaleza 

constitucional,  se  hace  presente  tambi n  como  el  art culo  4  de  la  Leyé í  

Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administraci n  delá ó  

Estado, Ley 18.575, explicita esta Responsabilidad, cuando se ala que "Elñ  

Estado  ser  responsable  por  los  da os  que  causen  los  rganos  de  laá ñ ó  

Administraci n  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  perjuicio  de  lasó  
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responsabilidades  que  pudieren  afectar  al  funcionario  que  los  hubiere 

ocasionado". Es decir, de esta norma -de naturaleza org nica constitucional-á  

se concluye que cuando los rganos del Estado, a trav s de una falta, acci nó é ó  

u omisi n de sus deberes causen un da o, procede la reparaci n del mismo.ó ñ ó  

En el caso de autos, lo que se alega son acciones repetidas de parte de 

ciertos  miembros  de  rganos  del  Estado,  los  cuales  configuran  actos  deó  

tortura, como se explicar  en detalle m s abajo, que previene de ese modoá á  

que no se est  aduciendo una responsabilidad por falta de servicio;á

6)  Que,  finalmente  VS.,  la  responsabilidad  del  Estado  en  materia  de 

cr menes de lesa humanidad, el caso de marras, trata sobre detenci n ilegalí ó  

y delito de la tortura dentro de un contexto de violaciones sistem ticas deá  

derechos humanos, es una responsabilidad imprescriptible acorde al derecho 

internacional,  el  cual  resulta  directamente  aplicable  en  el  ordenamiento 

interno  en  virtud  del  ya  citado  art culo  5,  inciso  2  de  la  Cartaí º  

Fundamental. Es m s VS., y de manera subsidiaria y/o complementaria aá  

lo  reci n  se alado,  el  derecho  internacional  respectivo  tambi n  resultaé ñ é  

plenamente vinculante como costumbre internacional y/o como principios 

generales  de  derecho  internacional,  las  cuales  tambi n  son  fuentes  deé  

derecho internacional igualmente obligatorias para el Estado de Chile en 

esta materia. Es m s, la Excelent sima Corte Suprema se ha pronunciado alá í  

respecto,  incluso  en  relaci n  a  la  misma  Convenci n  sobreó ó  

imprescriptibilidad  de  cr menes  de  guerra  y  contra  la  humanidad,  queí  

resulta aplicable en el presente caso;

7)  Que,  el  Derecho  Internacional  Convencional,  advirtiendo  que  la 

aplicaci n a los cr menes de guerra y a los cr menes de lesa humanidad deó í í  

las normas de Derecho Interno de los Estados, relativas a la prescripci n deó  

los  delitos  ordinarios  suscita  grave  preocupaci n  en  la  opini n  p blicaó ó ú  

mundial, pues puede impedir el enjuiciamiento y castigo de los responsables 

de  esos  cr menes,  estim  necesario  legislar  en  ese  nivel,  asentando  elí ó  

principio de imprescriptibilidad de esa  categor a de cr menes  nefastos,  aí í  

trav s de la denominada "Convenci n sobre la imprescriptibilidad de losé ó  

Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad"; í í

8) Que, si bien la norma convencional citada no se encuentra vigente en 

Chile,  nada  obstar a  al  reconocimiento  de  una  norma  de  Derechoí  
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Consuetudinario y de sello similar que si pueda vincular al Estado, en la 

medida que concurran los elementos que permiten acreditar la existencia de 

una costumbre jur dica internacional, cuales son la pr ctica de los Estadosí á  

-como elemento material de esta- y la opinio iuris internacional; 

9) Que, es en virtud de esta eficacia declarativa que la mentada Convenci nó  

sobre Imprescriptibilidad de cr menes de guerra y de lesa humanidad, -laí  

que  da  cuenta  de  esa  caracter stica  que  justific  por  lo  dem s  laí ó á  

condenaci n  de  abominables  cr menes  cometidos  por  los  jerarcas  nazisó í  

incluso antes de quedar definido en 1945 el Estatuto del Tribunal Militar 

Internacional  de  N remberg  -  representa  una  costumbre  internacionalú  

vinculante-; 

C.) La responsabilidad del Estado a la luz del Derecho Internacional y sus 

elementos.

1)  Normas y principios  a nivel  internacional  se  ha venido desarrollando 

concepciones  tales  como  bien  com n,  la  superioridad  ontol gica  de  laú ó  

persona frente al Estado o la dignidad humana como l mite a la soberan aí í  

estatal,  formaban  parte  integrante  del  Derecho  Internacional  de  los 

Derechos Humanos, el cual obliga y es fuente de responsabilidad para el 

Estado de Chile. Y es que no pod a ser de otra manera: el Estado de Chileí  

mediante  la  suscripci n  de  declaraciones  y  convenciones  parte  de  laó  

Asamblea General  de las  Naciones  Unidas  y de la  Organizaci n de losó  

Estado Americanos, la costumbre internacional y los principios generales del 

derecho reconocidos por las naciones civilizadas (art culo 38 Estatuto de laí  

Corte  Internacional  de  Justicia),  reconociendo  el  Derecho  internacional 

imperativo o ius cogens ha ido adquiriendo de forma progresiva una serie 

de obligaciones que responden al deber general de "respeto de los derecho 

esenciales del hombre" por parte de los Estados parte.

2).  De  all ,  surge  que  responsabilidad  del  Estado  por  violaci n  a  losí ó  

derechos  humanos  no  es  necesaria  la  prueba  del  elemento  subjetivo  o 

sustrato psicol gico dado que carece de ella, a diferencia de las personasó  

naturales; toda vez que el il cito se produce en el momento en que el Estadoí  

act a  como  agente.  Se  trata  en  consecuencia  de  una  responsabilidadú  

objetiva en donde no interesa la presencia de dolo o culpa en el accionar 

da oso del Estado en el marco de su responsabilidad. En otras palabras,ñ  
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resulta imposible imputar una determinada intencionalidad o culpabilidad, 

puesto que esto es propio de la naturaleza de las personas natural, y jam sá  

en una persona jur dica como lo es  el  Estado u otra que componga laí  

administraci n del Estado. ó

3) Que, por otro lado, y en complemento a lo anterior, tampoco resulta 

necesario entrar a acreditar los supuestos de responsabilidad en los causantes 

directos  del  da o,  porque  inequ vocamente  los  hechos  no  han  podidoñ í  

acaecer  sino  porque  el  mismo Estado  actu  de  manera  dolosa,  cuandoó  

desarroll  en  forma  reiterada  conductas  lesivas  a  los  derechosó  

fundamentales, esto es, cuando integrantes de sus rganos de seguridad seó  

involucraron  en  torturas,  desapariciones  forzadas  y  muertes,  entre  otros 

graves atentados; 

4)  Que, teniendo presente lo reci n se alado, para la procedencia de laé ñ  

indemnizaci n,  el  agraviado  s lo  debe  probar  la  existencia  del  da o,ó ó ñ  

perjuicio o lesi n en su posici n jur dica; la actividad (o inactividad) deló ó í  

rgano de la Administraci n del Estado en el ejercicio de sus funciones y laó ó  

relaci n de causalidad material, esto es, el hecho que ha provocado el da o.ó ñ  

Los elementos reci n descritos se desarrollan a continuaci n.é ó

D.) Existencia de da o producido o lesi n.ñ ó

Las lesiones fueron narradas por la v ctima en la documentaci n queí ó  

se entreg  para el informe Valech, por lo que nos remitiremos a ellas, desdeó  

ya quedando claro que son consecuencia directa de las torturas producidas, 

se desprende inequ vocamente, un perjuicio tanto ps quico, f sico y moralí í í  

inconmensurable. Las secuelas subsisten hasta hoy, algunas de ellas en forma 

evidente,  como  secuelas  permanentes  en  materia  de  salud  mental,  que 

repercuten en lo an mico y se somatizan en malestares f sicos cr nicos de laí í ó  

m s diversa ndole; pues aunque hayan transcurrido m s de cuarenta a osá í á ñ  

de los hechos, la causa directa de las torturas f sicas y ps quicas a las queí í  

fueron  sometidas,  incluso  perjuicios  como  el  desarraigo  social,  vivir  en 

clandestinidad por a os, perder sus condiciones laborales estables, truncandoñ  

y cambiando radicalmente sus proyectos de vidas personales y familiares. En 

el caso particular tanto madre como hijo se encuentra muy da ados.ñ

E.) Imprescriptibilidad de la acci n de la reparaci n deducida.ó ó
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La responsabilidad del Estado es un problema de derecho p blico y alú  

cual  cabe aplicar reglas  de derecho p blico y no las  normas del  T tuloú í  

XXXV del C digo Civil. En este sentido el profesor Eduardo Soto Kloss haó  

expresado,  en su obra Derecho Administrativo,  Bases  Fundamentales,  El 

principio de Juridicidad, que "...la aplicaci n de f rmulas privatistas a laó ó  

relaci n  entre  Estado  (Administraci n)  y  agraviado  particular  (natural  oó ó  

jur dico),  que nace del da o cometido por aqu l,  no es una relaci n deí ñ é ó  

derecho privado -que son reguladas por el C digo Civil- sino una relaci nó ó  

jur dica p blica, que obedece a otros principios (que son de derecho p blico)í ú ú  

y,  en  consecuencia,  necesita  de  otras  soluciones  para  encontrar  lo  justo 

concreto que resuelva el conflicto originado por dicho da o".ñ

F.) Concurrencia de los requisitos para indemnizar En el caso ad litem ,“ ”  

concurren los requisitos que obligan al Estado a Indemnizar los perjuicios 

causados: 

1. En cuanto al da o moral como se expres  por el solo hecho deñ ó  

haberse producido los actos de detenci n y tortura, acreditados en este caso,ó  

aquel da o se presume.ñ

2. La acci n u omisi n proviene de la actividad lesiva del Estado, yó ó  

existe un v nculo de causalidad entre estos dos elementos, el cual permiteí  

atribuir  material  y objetivamente  un resultado da oso a la  acci n de lañ ó  

Administraci n. Que, sin entrar a discutir en detalle sobre qu  teor a enó é í  

particular para la determinaci n de la causalidad predominante en doctrina,ó  

para  estos  efectos  primero  debe  se alarse  que  figuro  en  la  N mina  deñ ó  

Personas reconocidas como V ctimas de la Comisi n Nacional sobre Prisi ní ó ó  

Pol tica y Tortura, en donde "cada caso y cada detenci n fue objeto de uní ó  

riguroso proceso de an lisis que comprendi  la validaci n de la informaci ná ó ó ó  

proporcionada por los declarantes por medio de investigaci n documental,ó  

antecedentes provenientes de organismos p blicos, referencias de organismosú  

de  derechos  humanos,  de  organizaciones  de  v ctimas,  informaci n  deí ó  

testigos calificados, investigaciones en bases de datos disponibles y, en un 

n mero significativo de casos, mediante una segunda entrevista a la v ctimaú í  

o a testigos . ”

3. Se hace presente que se acompa an diversos documentos junto añ  

esta demanda, los cuales prueban a cabalidad la causalidad respecto de los 
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perjuicios  alegados  -tanto  materiales  como morales-  cuya  explicaci n  enó  

detalle se reserva para la oportunidad procesal de observaciones a la prueba 

junto  a  los  dem s  medios  de  prueba  que  se  acompa en  en  autos,  siná ñ  

perjuicio  de  lo  relatado  en  lo  principal.  4.  Inexistencia  de  causales  o 

eximentes de responsabilidad por parte del Estado. 

G).Procedencia de la indemnizaci n del da o moral.ó ñ

La  responsabilidad  del  Estado  debe  ser  integral,  es  decir,  debe 

repararse  y  todo  da o  causado  a  un  particular  y,  para  una  correctañ  

interpretaci n de estas disposiciones que dejan un claro vac o las normas deó í  

derecho administrativo indicadas, es necesario acudir al derecho com n.ú

Por estas consideraciones y disposiciones legales que cita pide tener 

por  interpuesta  demanda  civil  de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  juicioó  

ordinario en contra del Fisco de Chile y que se le condene a pagar la suma 

de  $400.000.000  (cuatrocientos  millones  de  pesos)  a  la  demandante 

Conraina Solis Silva , madre de la v ctima , por concepto de aquellos da osí ñ  

morales que han padecido con ocasi n de los hechos cometidos por agentesó  

del Estado en contra de su hijo, hechos ya relatados en este libelo pretensor, 

o bien, en su defecto, a la suma de dinero que este tribunal en justicia 

considere adecuada, cantidad que deber  ser reajustada de acuerdo a laá  

variaci n del IPC, desde la fecha de interposici n de esta demanda y eló ó  

pago efectivo de la indemnizaci n que en definitiva se establezca.ó

. Al folio 7 con fecha 12 de marzo de 2020, se notific  al Abogadoó  

Procurador Fiscal en representaci n del Fisco de Chile.ó

Al  folio  12,  la  demandada  contest  la  demanda,  solicitando  suó  

rechazo en virtud de los siguientes antecedentes:

1.-EXCEPCI N DE REPACI N. Ó Ó

Improcedencia de la indemnizaci n alegada por haber sido yaó  

indemnizado el demandante.

Marco general sobre las reparaciones ya otorgadas. 

No resulta posible comprender el  r gimen jur dico de este tipo deé í  

reparaciones por infracciones a los Derechos Humanos si no se posicionan 

correctamente estas  indemnizaciones  en el  panorama jur dico nacional  eí  

internacional. En efecto, dicha comprensi n s lo puede efectuarse al interioró ó  

y  desde  lo  que  ya  es  com n  considerar,  el  mbito  de  la  llamada— — ú á  
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"Justicia  Transicional".  S lo  desde  esa  ptica  puede  mirarse  en  mejoresó ó  

condiciones los valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria.

En efecto, el denominado dilema justicia versus paz  es, sin lugar a“ ”  

dudas, uno de los pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella 

justicia transicional. Argumentos en favor de amnist as generales que portení  

la necesaria tranquilidad a un pa s, deben lidiar con la imperiosa necesidadí  

de que una sociedad se mire a s  misma y reconozca los errores del pasadoí  

para as  pronunciar aquel imperioso "nunca m s". En esta perspectiva, lasí á  

transiciones son, y han sido siempre, medidas de s ntesis mediante las cualesí  

determinadas  sociedades,  en  espec ficos  momentos  hist ricos,  definen  lasí ó  

proporciones  de  sacrificio  de  los  bienes  en  juego  al  interior  de  aquel 

profundo dilema.

La complejidad reparatoria. 

Como  bien  lo  expresa  Lira,  los  objetivos  a  los  cuales  se  abocó 

preferentemente  el  gobierno  de  Aylwin  en  lo  que  respecta  a  la  justicia 

transicional fueron (a) el establecimiento de la verdad en lo que respecta a“  

las violaciones a los derechos humanos cometidas en la dictadura; (b) la 

provisi n de reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de lasó  

condiciones sociales, legales y pol ticas que prevean que aquellas violacionesí  

puedan volver a producirse .”

En lo relacionado con aquel segundo objetivo, la llamada Comisi nó  

Verdad  y  Reconciliaci n,  o  tambi n  llamada  Comisi n  Rettig,  en  suó é ó  

Informe Final propuso una serie de propuestas de reparaci n  entre las“ ó ”  

cuales se encontraba una pensi n nica de reparaci n para los familiares“ ó ú ó  

directos de las v ctimas  y algunas prestaciones de salud. Dicho informeí ”  

sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de laó ó  

Rep blica envi  al Congreso y que luego derivar a en la Ley 19.123, queú ó í  

cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. El mensajeó ó ó ó  

de dicho proyecto de ley fue claro al expresar que por l se buscaba, ené  

t rminos generales, reparar precisamente el da o moral y patrimonial queé “ ñ  

ha afectado a los familiares directos de las v ctimas .í ”

Asumida  esta  idea  reparatoria,  la  Ley  N  19.123  y  otras  normasº  

jur dicas  conexas  han  establecido  los  diversos  mecanismos  mediante  losí  

cuales se ha concretado esta compensaci n exhibiendo aquella s ntesis queó í  
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explica c mo nuestro pa s ha afrontado este complejo proceso de justiciaó í  

transicional.  En  este  sentido,  se  puede  indicar  que  la  reparaci n  a  lasó  

v ctimas  de  violaciones  a  los  derechos  humanos  se  ha  realizadoí  

principalmente a trav s de tres tipos de compensaciones, a saber é

a) Reparaciones mediante transferencias directas de dinero;

b) Reparaciones mediante la asignaci n de derechos sobre prestacionesó  

estatales espec ficas; yí

c) Reparaciones simb licas.ó

Por medio de estos tres tipos de reparaciones se ha concretado el 

objeto de nuestro particular proceso de justicia transicional, que en lo que a 

este ac pite respecta, busca no otra cosa que la precisa reparaci n moral yá ó  

patrimonial de las v ctimas. Un an lisis de estas compensaciones habilitar  aí á á  

V.S. a verificar el mbito compensatorio que ellas han cubierto.á

La identidad de causa entre lo que se pide en estos autos y las  

reparaciones realizadas.- 

De todo lo expresado hasta ahora puede concluirse que los esfuerzos 

del  Estado por reparar a las v ctimas de DDHH no s lo han cumplidoí ó  

todos  los  est ndares  internaciones  de  Justicia  Transicional  sino  que  haná  

provisto  indemnizaciones  razonables  con  nuestra  realidad  financiera  que 

efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimas por los da os, tantoí ñ  

morales como patrimoniales, sufridos a consecuencia de las violaciones a los 

DDHH. 

As  las cosas, tanto las indemnizaciones que se solicitan en estos autosí  

como  el  c mulo  de  reparaciones  hasta  ahora  indicadas  pretendenú  

compensar los mismos da os ocasionados por los mismos hechos. De estañ  

forma,  los  ya  referidos  mecanismos  de  reparaci n  han  compensadoó  

precisamente  aquellos  da os  no  pudiendo,  por  ello,  ser  exigidosñ  

nuevamente. 

Lo anterior ha sido ratificado por la Excma. Corte Suprema que, en 

sentencia  de  casaci n  de  fecha  30  de  enero  de  2013,  reiter  laó ó  

incompatibilidad de la indemnizaci n pretendida con los beneficios de laó  

Ley 19.123. 

En el mismo sentido, diversas sentencias ya hab an insistido en que elí  

prop sito  de  estas  leyes  fue  precisamente  ó “reparar  el  da o  moral  yñ  
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patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las v ctimasí , lo que”  

constituye  un  factor  congruente  con  resoluciones  de  Tribunales 

Internacionales, relativas a la procedencia de la indemnizaci n. ó

2.-  EN  SUBSIDIO,    EXCEPCI N  DE  PRESCRIPCI NÓ Ó   

EXTINTIVA. 

En  subsidio  de  la  excepci n  de  reparaci n  alegada,  opone  a  laó ó  

demanda  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  la  acci n  deducidaó ó ó  

conforme a  los  siguientes  argumentos;  y  a  todo evento  con relaci n  deó  

aquellos actores respecto de los cuales no se acreditaren satisfacciones del 

tipo de las antes se aladas.ñ

Normas de prescripci n aplicables. ó

Opone la excepci n de prescripci n de la acci n de indemnizaci n deó ó ó ó  

perjuicios con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2.332 del C digo Civil,í ó  

en  relaci n  con  lo  dispuesto  en  el  art culo  2.497  del  mismo  C digo,ó í ó  

solicitando que, por encontrarse prescrita, se rechace la demanda en todas 

sus partes. 

Seg n  relato  y  antecedentes  de  la  demanda,  las  detenciones,ú  

ejecuciones y desaparecimientos se produjeron en septiembre de 1973.

Es del caso SS. que, entendiendo suspendida la prescripci n duranteó  

el per odo de la dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973, por laí  

imposibilidad  de  la  propia  v ctima  de  ejercer  las  acciones  legalesí  

correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci n de laó  

democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda de autos, igualmenteó  

ha transcurrido en exceso el plazo de prescripci n extintiva que establece eló  

citado art culo 2.332 del C digo Civil. í ó

En  consecuencia,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  de  4  a osó ó ñ  

establecida en el art culo 2.332 del C digo Civil, pidiendo que se acoja y seí ó  

rechace ntegramente la acci n indemnizatoria deducida como consecuenciaí ó  

de ello, por encontrarse prescrita.

En subsidio, en caso que SS.,  estime que la norma anterior no es 

aplicable al caso de autos, opongo la excepci n de prescripci n extintiva deó ó  

5 a os contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2.515, enñ í  

relaci n con el art culo 2.514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en queó í ó  

se habr a hecho exigible el derecho a indemnizaci n  y la anotada fecha deí ó  
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notificaci n de la acci n  civil que contesto,  transcurri  con creces el plazoó ó ó  

que establece el citado art culo 2.515 del C digo Civil. í ó

Generalidades sobre la prescripci n. ó

Por regla general,  todos los  derechos y acciones son prescriptibles. 

“Cuando  no  se  establece  la  prescripci n  de  un  determinado  derecho  yó  

tampoco  su  imprescriptibilidad,  ese  derecho,  de  acuerdo  con  la  regla  

general, es prescriptible . ”

            Por ende, la imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre 

declaraci n expl cita, la que en este caso no existe. ó í

Pretender que la responsabilidad del Estado sea imprescriptible, sin 

que exista un texto constitucional o legal expreso que lo disponga, llevar a aí  

situaciones  extremadamente  graves  y  perturbadoras.  Por  eso  es  que  la 

jurisprudencia ha se alado que ñ “para que un derecho de ndole personal yí  

de contenido patrimonial  sea  imprescriptible,  es  necesario  que  exista  en  

nuestra legislaci n disposiciones que establezcan su imprescriptibilidad.ó  ”

Fundamento de la prescripci nó

La prescripci n tiene por fundamento dar fijeza y certidumbre a todaó  

clase de derechos emanados de las relaciones sociales y de las condiciones 

en que se desarrolla la vida, aun cuando stas no se ajusten a principios deé  

estricta  equidad,  que  hay  que  subordinar,  como  mal  menor,  al  que 

resultar a de una inestabilidad indefinida. í

Es de destacar que la prescripci n, por sobre todas las cosas, es unaó  

instituci n  estabilizadora  e  indispensable  en  nuestro  orden  social.  Estó á 

reconocida por el ordenamiento jur dico con una perspectiva esencialmenteí  

pragm tica,  en  atenci n  a  que  existe  un  bien  jur dico  superior  que  seá ó í  

pretende alcanzar, consistente en la certeza de las relaciones jur dicas. í

Contenido patrimonial de la acci n indemnizatoriaó . 

La indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturalezaó  

de los mismos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s haá á  

de cumplir  un rol  punitivo para el  obligado al  pago y su contenido es 

netamente patrimonial. De all  que no ha de sorprender ni extra ar que laí ñ  

acci n destinada a exigirla est  -como toda acci n patrimonial- expuesta aó é ó  

extinguirse por prescripci n. ó
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Sobre el particular debe considerarse, como en forma reiterada se ha 

planteado por la doctrina fiscal sustentada en sus diversas defensas y lo ha 

recogido  reiterada  jurisprudencia,  que  en  la  especie  se  ha  ejercido  una 

acci n  de  contenido  patrimonial  que  persigue  hacer  efectiva  laó  

responsabilidad extracontractual del Estado, por lo que no cabe sino aplicar, 

en materia de prescripci n, las normas del C digo Civil, lo que no contrar aó ó í  

la naturaleza especial de la responsabilidad que se persigue, en atenci n aó  

que  la  acci n  impetrada  pertenece  -como  se  ha  dicho-  al  mbitoó á  

patrimonial. 

En efecto, basta considerar que el derecho a indemnizaci n puede seró  

y ha sido objeto de actos de disposici n, tales como renuncia o transacci n,ó ó  

incluso en casos de violaciones a los Derechos Humanos, por lo que no 

existe fundamento plausible para estimar que se trata de acciones ajenas a la 

prescripci n liberatoria que no es sino una suerte de renuncia t cita por eló á  

no ejercicio oportuno de las acciones.

            3.-  EN CUANTO AL DA O E INDEMNIZACIONÑ  

RECLAMADA.

            En subsidio de las defensas y excepciones precedentes, procedo a 

formular  las  siguientes  alegaciones  en  cuanto  a  la  naturaleza  de  la 

indemnizaci n solicitadaó  y al excesivo monto pretendido.

Fijaci n de la indemnizaci n por da o moral.ó ó ñ

Con relaci n al ó da o moral hacemos presente ñ que no puede dejar de 

considerarse que ste  é consiste en la lesi n o detrimento que experimentaó  

una persona, en general, en sus atributos o cualidades inmateriales. 

As ,  entonces,  lí os  llamados  da os  no  patrimoniales  recaen  sobreñ  

elementos de dif cil o imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenidoí ó  

no es econ mico, o al menos no directamente. ó

Ello produce a su respecto una imposibilidad latente e insuperable de 

evaluaci n y apreciaci n pecuniaria. ó ó

En t rminos generales, la indemnizaci n de perjuicios tiene por objetoé ó  

restablecer el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctimaí í  

un valor  equivalente  a  la  cuant a  del  da o sufrido,  para  ponerla  en elí ñ  

mismo estado que ten a antes del acto da oso.í ñ
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Trat ndose  del  da o puramente  moral,  la  finalidad descrita  no esá ñ  

alcanzable de ninguna manera,  as  como tampoco puede plantearse queí  

compense en t rminos de poner a la v ctima en situaci n equivalente a laé í ó  

que ten a antes de producirse aqu l. El da o moral no se borra por obra deí é ñ  

la  indemnizaci n.  La  p rdida  o  lesi n  producida  por  l  permaneceó é ó é  

cualquiera sea la magnitud de la suma de dinero que se perciba. 

Por  ende,  la  indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  seó ñ  

determina cuantificando, en t rminos econ micos, el valor de la p rdida oé ó é  

lesi n  experimentada,  sino  s lo  otorgando a  la  v ctima una  satisfacci n,ó ó í ó  

ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, morigerarlo o hacerlo m sñ á  

soportable,  mediante  una  cantidad  de  dinero  u  otro  medio,  que  en  su 

monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva. 

Ha dicho la  Excma.  Corte  Suprema:  “Por  definici n,  el  perjuicioó  

moral no es de naturaleza pecuniaria. Esa fisonom a inmaterial que tiene,í  

hace decir a los doctos que no se trata de calcular la suma necesaria para  

borrar  lo  imborrable,  sino  procurar  que  el  afectado  obtenga  algunas  

satisfacciones equivalentes al valor moral destruido”. 

Es en la perspectiva antes indicada que hay que regular el monto de 

la indemnizaci n que debe ser un procedimiento destinado a atenuar losó  

efectos o el rigor de la p rdida extra patrimonial sufrida. é

Por  otra  parte,  es  dable  advertir  que  tampoco  resulta  procedente 

invocar la capacidad econ mica del demandante y/o del demandado comoó  

elemento para fijar la cuant a de la indemnizaci n, pues, como se ha dicho,í ó  

el juez s lo est  obligado a atenerse a la extensi n del da o sufrido por laó á ó ñ  

v ctima, en la cual no tienen influencia estas capacidades. í

No habiendo norma legal que establezca una excepci n relativa a laó  

capacidad econ mica habr  de estarse al principio general y b sico de laó á á  

cuantificaci n  conforme a la  extensi n  del  da o,  ni  m s ni  menos,  conó ó ñ á  

absoluta prescindencia del patrimonio del obligado al pago. En tal sentido, 

la  cifra pretendida en la demanda como compensaci n del  da o moral,ó ñ  

resulta  excesiva  teniendo  en  consideraci n  las  acciones  y  medidas  deó  

reparaci n adoptadas por el Estado de Chile en esta materia, y los montosó  

promedios fijados por nuestros tribunales de justicia, que en esta materia 

han actuado con mucha prudencia.
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 En  subsidio  de  las  excepciones  precedentes  de  reparaci n  yó  

prescripci n, la regulaci n del da o moral debe considerar los pagosó ó ñ  

ya  recibidos  del  Estado  y  guardar  armon a  con  los  montosí  

establecidos por los Tribunales.

En efecto, en subsidio de las excepciones de reparaci n y prescripci nó ó  

de la acci n deducida, esta parte alega en todo caso que en la fijaci n deló ó  

da o moral por los hechos de autos, SS., debe considerar todos los pagosñ  

recibidos por el actor  a trav s de los a os por  parte del Estado conforme aé ñ  

las leyes de reparaci n (19.123, 19.980, 19.992, sus modificaciones y dem só á  

normativa  pertinente),  y  que  seguir  percibiendo  a  t tulo  de  pensi ná í ó  

vitalicia,  y  tambi n  los  beneficios  extra  patrimoniales  que  estos  cuerposé  

legales  contemplan,  pues  todos  ellos  tienen  por  objeto  reparar  el  da oñ  

moral. De no accederse a esta petici n subsidiaria implicar a un doble pagoó í  

por un mismo hecho, lo cual contrar a los principios jur dicos b sicos delí í á  

derecho en orden a que no es jur dicamente procedente que un da o seaí ñ  

indemnizado dos veces.

Tambi n es pertinente hacer presente a SS., que para la adecuadaé  

regulaci n y fijaci n del da o moral deben considerarse como un par metroó ó ñ á  

v lido los montos establecidos en las sentencias de los tribunales en estaá  

materia,  lo  que  implica  rebajar  sustancialmente  el  monto  pecuniario 

demandado.

4.- PAGO DE REAJUSTES E INTERESES. 

Adem s de lo alegado, hago presente que los reajustes s lo puedená ó  

devengarse en el caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la 

demanda y establezca esa obligaci n, y adem s desde que dicha sentencia seó á  

encuentre firme o ejecutoriada. Cabe mencionar lo anterior, pues el actor 

solicita el pago de reajustes e intereses sin indicar la fecha desde la cual 

deben calcularse. Pues, bien a la fecha de interposici n de la demanda deó  

autos  a tramitaci n y mientras  no exista  sentencia  firme o ejecutoriada,ó  

ninguna obligaci n tiene mi representado de indemnizar, y por tanto, noó  

existe ninguna suma que deba reajustarse. Lo anterior implica que, en casos 

como el de autos, los reajustes que procedieren de ninguna manera podr aní  

contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que la sentencia que los 

concede se encuentre  firme o ejecutoriada. El reajuste es un mecanismo 
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econ mico-financiero  que  tiene  por  objeto  neutralizar  el  efecto  que  losó  

procesos  inflacionarios  o deflacionarios  tienen sobre la  moneda de curso 

legal. Desde esta perspectiva, no procede aplicar la correcci n monetaria aó  

partir de una fecha anterior a la determinaci n del monto respectivo poró  

sentencia ejecutoriada. Respecto de los intereses, el art culo 1551 del C digoí ó  

Civil establece expresamente que el deudor no est  en mora sino cuando haá  

sido  judicialmente  reconvenido  y  ha  retardado  el  cumplimiento  de  la 

sentencia.

Por  lo  se alado  pide  ñ tener  por  contestada  la  demanda  de 

indemnizaci n de perjuicios deducida en autos y, en definitiva, conforme aó  

las  excepciones,  defensas  y  alegaciones  opuestas,  rechazar  dicha  acci nó  

indemnizatoria  en  todas  sus  partes,  con  costas;  o,  en  subsidio,  rebajar 

sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido.

Al folio 14, el demandante evacu  el tr mite de la r plica.ó á é

Al folio 16 la demandada evacu  el tr mite de la d plica.ó á ú

Al folio 24, se recibi  la causa a prueba, rindi ndose la que rola enó é  

autos.

A fojas 57, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  a  fin  de  evitar  repeticiones,  se  dan  por 

reproducidos los escritos fundamentales de demanda y de contestaci n, asó í 

como la parte petitoria de los mismos.

SEGUNDO: Que, como ha se alado la Excma. Corte Suprema (rolñ  

N  13.699-15) las acciones civiles tendientes a obtener la reparaci n ntegra° ó í  

de los perjuicios  ocasionados,  encuentra su fundamento en los principios 

generales  del  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos  y 

establecimiento  normativo  en  los  tratados  internacionales  ratificados  por 

Chile,  los cuales obligan al Estado de Chile a reconocer y proteger este 

derecho  a  la  reparaci n  ntegraó í  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso 

segundo del art culo 5  y en el art culo 6  de la Constituci n Pol tica. í ° í ° ó í

Los art culos 1.1. y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechosí ó  

Humanos consagran la responsabilidad del Estado por esta clase de il citos yí  

queda sujeta  a  reglas  de  Derecho  Internacional,  las  que  no pueden ser 

incumplidas a pretexto de hacer primar otros preceptos de Derecho interno, 
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pues  si  se  verifica  un  hecho  il cito  imputable  a  un  Estado  surge  deí  

inmediato  la  responsabilidad  internacional  de  ste  por  violaci n  de  unaé ó  

norma internacional, con el consecuente deber de reparaci n y de haceró  

cesar las consecuencias de ese hecho. stas normas de rango constitucionalÉ  

imponen un l mite y un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y, ení ó ú  

especial, a los tribunales nacionales en tanto stos no pueden interpretar lasé  

normas de derecho interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n lasó  

normas  de  derecho  internacional  que  consagran  este  derecho  a  la 

reparaci n, pues ello podr a comprometer la responsabilidad internacionaló í  

del Estado de Chile. Por esta raz n, no resultan aplicables a estos efectos lasó  

normas de C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunesó ó  

de indemnizaci n de perjuicios, pues ellas contradicen lo dispuesto en laó  

normativa internacional.

TERCERO: Que, en efecto, estas normas de rango constitucional 

imponen un l mite y un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y, ení ó ú  

especial, a los tribunales, en tanto stos no pueden interpretar las normas deé  

Derecho interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n las normas deó  

Derecho  internacional  de  los  Derechos  Humanos,  estatuto  normativo 

reconocido por Chile, que consagran este derecho a la reparaci n, pues elloó  

podr a comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile. í

En consecuencia, no resultan aplicables las normas del C digo Civiló  

sobre  prescripci n  de  las  acciones  civiles  comunes  de  indemnizaci n  deó ó  

perjuicios, como pretende el Fisco demandado, pues ellas contradicen, como 

se dijo, la normativa internacional.

As  las  cosas,  se  rechazar  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva,í á ó ó  

alegada  de  forma  subsidiaria  por  la  demandada,  como  se  dir  en  loá  

resolutivo del fallo.

CUARTO: Que, como se dir  en lo resolutivo, tambi n se rechazará é á 

la excepci n de reparaci n, alegada como excepci n principal, fundada enó ó ó  

que el actor ya fue indemnizado con ocasi n del otorgamiento de pensionesó  

de reparaci n de la Ley N  19.123 y sus sucesivas modificaciones,  y enó °  

virtud de la Ley N  19.980, pues ello contradice la normativa internacional°  

antes se alada y porque el Derecho interno s lo es aplicable si no est  enñ ó á  

contradicci n  con  esa  preceptiva,  de  modo  que  la  responsabilidad  deló  
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Estado siempre queda sujeta a las reglas del Derecho internacional. 

La normativa invocada por el Fisco no contempla incompatibilidad 

alguna  con  la  indemnizaci n  que  aqu  se  persigue  y  no  es  procedenteó í  

suponer  que  ella  se  dict  para  reparar  todo  da o  moral  inferido  a  lasó ñ  

v ctimas de atentados a los derechos humanos, ya que se trata de formasí  

distintas de reparaci n, y que las asume el Estado voluntariamente, como esó  

el caso de la legislaci n invocada por el demandado. As , ello no suponeó í  

una renuncia de las partes o la prohibici n para que el sistema jurisdiccionaló  

declare su procedencia, por los medios que autoriza la ley, pues la nicaú  

limitante de quienes reclaman un da o como consecuencia del actuar deñ  

agentes  del  Estado es  demostrar  la  existencia  de  dicho detrimento  y  la 

relaci n con la v ctima para plantear su pretensi n.ó í ó

QUINTO:  Que  el  da o  moralñ  es  la  lesi n  o  agravio,  efectuadoó  

culpable o dolosamente,  a un derecho subjetivo de car cter inmaterial  eá  

inherente a la persona y que es imputable a otro. Esta particularidad hace 

que no puedan aplicarse al momento de precisar su existencia y entidad, las 

mismas reglas utilizadas para la determinaci n de los da os materiales, puesó ñ  

en tal evento se trata de una alteraci n externa y f cilmente perceptible, loó á  

que no acontece en el plano subjetivo. El menoscabo moral, por su ndoleí  

netamente subjetiva y por su fundamento arranca de la propia naturaleza 

afectiva del ser humano, no es, sin duda, de orden puramente econ mico yó  

no implica, en consecuencia, un deterioro real en el patrimonio de quien lo 

sufre, susceptible de prueba y de determinaci n directa, por lo que quedaó  

enteramente  entregado  a  la  regulaci n  prudencial,  sobre  la  base  deó  

presunciones,  especialmente,  habida consideraci n de aspectos tales comoó  

las circunstancias en que se produjo y todas aquellas que influyeron en la 

intensidad del dolor y sufrimiento experimentado.

SEXTO:  Que,  para  acreditar  los  fundamentos  de  su  acci n,  losó  

demandantes rindieron prueba documental, legalmente acompa ada y noñ  

tachada, consistente en:

1.- Certificado emitido por la Subsecretar a de Derechos Humanos, en elí  

que consta la calidad de v ctima calificada de violaciones a los derechosí  

humanos Jos  Luis Ascencio Solis. Ord N 1086, de 30 de Diciembre 2019. é º

2.- Certificado de Nacimiento de Jos  Luis Ascencio Solis. SRCI. é
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3.- Copia de escritura p blica con firma electr nica del Mandato judicial,ú ó  

otorgado el 16 de Octubre 2019 en la Notaria de Osorno, de don Harry 

Maximiliano Winter Aguilera, n mero repertorio 6.039 - 2019. ú

4.- Documento  Efectos f sicos y ps quicos en los familiares de v ctimas de“ í í í  

violaciones de derechos humanos . Enero 2018. Directora Ejecutiva ONG“  

ILAS. 

5.  Documento  -  Cuadernos  de  Psicolog a  Jur dica  No1  A o  2004.  Elí í ñ “  

proceso de traumatizaron en personas afectadas por terrorismo de estado. 

Un desarrollo conceptual . Ps. G lvez, Ps. Pastrana, Ps. Venegas. ” á

6. Documento - Fundaci n de ayuda Social  de las Iglesias  Cristianas.  ó “ 

Consecuencias de la desaparici n forzada sobre la salud en familiares deó  

detenidos desaparecidos . Agosto 2003. ”

7.  Documento  -  PRAIS  Norma  t cnica  para  la  atenci n  en  salud  de“ é ó  

Personas Afectadas por la represi n Pol tica Ejercida por el Estado en eló í  

Periodo 1973 1990 . – “

8.  Informe  de  la  Comisi n  Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n.ó ó ó  

Fuente  https://pdh.minjusticia.gob.cl/comisiones/.  Informe  completo. 

Edici n: Septiembre 1996 ; N  de Inscripci n: 97.507 N  I.S.B.N.: 956-ó ° ó °

7419-15-9 Dise o de Portada: Carlos Bravo Diagramaci n: Arquetipo Ltda.ñ ó  

Impresi n: Andros Impresores -(p g 266 ASCENCIO SOLIS, JUAN LUIS:ó á  

15 a os, soltero, detenido desaparecido el 20 de julio de 1974 en Osorno).ñ

9.- Informe Prais.

Al folio 47, rundi  prueba  ó testimonial con las declaraciones de los 

testigos Marcelo Iv n Santana Mu oz y Luis Alberto Mancilla Alvarado,á ñ  

quienes legalmente examinados y no tachados declararan:

Santana:  Al  punto  uno de  la  interlocutoria  de  prueba  se ala  queñ  

desconoce la informaci n porque realmente no tiene mucha idea sobre eso,ó  

su Mam  era conoc a con Sra. Conreina Silva. Su madre la Sra. Enedinaá í  

Mu oz Quezada, la pasaba a visitar y siempre ve a la Sra. Conreina. Algoñ í  

comentaba su Madre sobre el hijo menor de la Sra. Conreina, que hab aí  

sido detenido, que ten a un sufrimiento por su hijo, que hab a desaparecidoí í  

en la ciudad de Osorno, no sabe qui n lo hizo desaparecer. Parece que elé  

hijo se llamaba Juanito.

 Al punto dos de la interlocutoria de prueba se ala que no tiene ideañ  
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cual es el monto que la Sra. Conreina est  cobrando, cuando la pasa aá  

saludar siempre la ve triste, con problemas psicol gicos y tiempos aquellosó  

ella estuvo fregada al licor, y cree que es por lo sucedido a su hijo.

Mancilla: Al punto uno de la interlocutoria de prueba declara que 

sabe que su hijo menor Juanito Luis,  fue detenido, en el  a o 1974 porñ  

Carabineros de Chile, Tercera Comisar a de Rahue en la ciudad de Osornoí  

y despu s l fue desaparecido. Lo se alado lo sabe porque es un testigoé é ñ  

principal sobre la detenci n y desaparecimiento del Luis Juanito, ya que eló  

vio cuando l fue detenido por Carabineros. é

Al  punto  dos  de  la  interlocutoria  de  prueba,  se ala  que  lañ  

demandante ha sufrido por el desaparecimiento de su hijo menor, no sabe 

cuanto es el monto cobrado, solo espera que se lo paguen porque lo necesita 

y ha sufrido mucho en su vida por el desaparecimiento de su hijo

 S PTIMO:  É Por su parte, la demandada rindi  prueba ó documental, 

no  objetada,  consistente  en  el  Oficio  Ord.  DSGT  N 4792-5319,  del°  

Instituto  de  Previsi n  Social,  que  adjunta  listado  de  prestacionesó  

proporcionadas a do a  ñ Conraina Solis Silva, correspondiente a la suma de 

$115.450.687, a febrero de 2022.

OCTAVO:  En  cuanto  al  da o  moralñ  solicitado,  la  testimonial 

rendida  da  cuenta,  en  s ntesis,  de  la  existencia  y  entidad  del  da oí ñ  

psicol gico, familiar y social relacionado con la detenci n y desaparici n deló ó ó  

hijo menor de la demandante.

NOVENO:  Que,  la  prueba  documental  rendida,  en  especial,  el 

informe practicados la trabajadora social (PRAIS) Ana Mar a D az D az, laí í í  

psic loga (PRAIS) Daniela Barrientos y el m dico de familia (PRAIS) Carlosó é  

Morales Negr n, arriban a la conclusi n: que la demandante ó ó se encuentra 

en un duelo suspendido en el tiempo que la lleva a mantener una mezcla de  

pena,  dolor,  trauma  y  afectaci n  de  los  v nculos  afectivos.  Paralizaó í  

esperando encontrar  a  su hijo  da cuenta  de  su  inhibici n  ps quica  queó í  

tambi n se expresa en su enajenaci n de cualquier compromiso c vico oé ó í  

pol tico  el contexto traumatizante y prolongado en el tiempo, hacen queí …  

la elaboraci n del duelo para la se ora Conraina, generen mecanismos deó ñ  

defensa inconscientes que permean profundamente la manera de vincularse  

socialmente  con otros.  De ah  es  posible  establecer  sus  dificultades  paraí  
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desenvolverse en el plano afectivo . Finalmente, es necesario se alar que… ñ  

producto de los eventos descritos la paciente presenta historia y s ntomasí  

indicativos de TEPT de curso cr nico. ó Todo ello, como consecuencia de la 

detenci n y desaparici n de su hijo Juan Luis Ascencio Sol s el 230 de julioó ó í  

de  1974.  Por  tanto,  la  vivencia  de  sufrimiento  por  la  detenci n  yó  

desaparecimiento de su hijo es asimilable al concepto de da o moral.ñ

D CIMO:É  As ,  por  otra  parte,  con  el  an lisis  de  los  medios  deí á  

prueba valorados en los fundamentos anteriores permiten dar por acreditada 

la existencia y entidad del da o moral. ñ

En consecuencia, se le otorgar  prudencialmente al  demandante laá  

suma la suma de cincuenta millones de pesos.

UND CIMO:  É Que la  dem s  prueba  rendida  en  nada  altera  lasá  

conclusiones a que se ha arribado con precedencia. 

Por  estas  consideraciones  y  visto,  adem s,  lo  establecido  en  losá  

art culos  5 ,  6  y  38  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica;  losí ° ° ó í ú  

art culos 1.1. y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechos Humanos,í ó  

art culo  1698  del  C digo  Civil,  144,  254  y  siguientes  del  C digo  deí ó ó  

Procedimiento Civil, se declara:

I.-  Que SE RECHAZAN las excepciones perentorias de reparaci nó  

y de prescripci n extintiva de la acci n opuesta por la demandada.ó ó

II.- Que  SE  ACOGE  PARCIALMENTE  la  demanda  civil  de 

indemnizaci n de perjuicios por concepto de da o moral interpuesta al folioó ñ  

1 por don Patricio Rodrigo Hern ndez Maldonado en representaci n deá ó  

do a ñ Conraina Sol s Silvaí  en contra del Fisco de Chile, representado por 

el  abogado  procurador  fiscal  don  Natalio  Vodanovic  Schnake,  y,  en 

consecuencia,  se  condena  al  Fisco  de  Chile a  pagar  la  suma  de 

$50.000.000 (cincuenta millones de pesos) al demandante.

III.-  Las  cantidades  ordenadas  pagar  a  cada  uno  de  ellos  se 

reajustar n conforme a la variaci n que experimente el ndice de Precios alá ó Í  

Consumidor desde que la presente sentencia quede ejecutoriada y devengará 

intereses desde que el deudor se constituya en mora en el pago de la suma 

fijada en la sentencia.

IV.-  No  se  condena  en  costas  a  la  demandada  por  gozar  del 

privilegio de pobreza.
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Notif quese personalmente o por c dula.í é

ROL C-225-2020.-

Redacci n de  don EDINSON LARA AGUAYO, Juez  Titular;ó  

autoriza do a Cecilia Matamala Kroell, Secretaria Subrogante. -ñ

En  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  el  art culo  162  del  C digo  deí ó  

Procedimiento Civil, se incluy  en el estado diario la sentencia precedente.ó  

Valdivia, a dieciocho de abril del a o dos mil veintid s.ñ ó
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 03 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar dos
horas. Para más información consulte http://www.horaoficial.cl
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